
DESFALCOS Y REGIONES: UN 
ANÁLISIS DE LOS PROCESOS 

E RESPONSABILIDAD 
EN COLOMBIA 

FISCAL 

En 1997 Colonzbia fue catalogado con1o uno de los cinco países nzás 

corruptos del nzundo, a partir de ese nunnento el estuclio J' los 

t,~(uerzos por cornbatir este flagelo en nuestro país se intens~(icaron. 

En esta línea el presente cloctunento busca aj)roxirnarse a este 

problenza teniendo en cuenta la relación e.xistente entre corrupción 

y gestión fiscal. y realiza un análisis e:>..1)lorato7~io e.,1Jacial de los 

iJulicaclores clepaertanzentales de rie~:_~o de corrupción de los 

organisnzos de control, con esto se puede iclent~(icar una relación 

¡;ert ersa entre pobreza, gestión fiscal y rie.,--._~o de corrupch)n; así, 

por lo general. las zonas con las nzayores necesidades ele 

una gestión fi~cal efectiz a, son las que enfrentan lo. 1·iesgo 

de corrupción nuís si~nificatil os. 

C uando en 1997 Colombia fu cata-

lo!!ado como uno de los cinco países más 

co rrupto - del mundo , los temas relacio­

nados con la corrupción despertaron 

gran interés en eJ país ; a partir de ese 

momento los esfuerzos por combatirla 

y el interés académico en estudiarla se 

inrensificaron aunque ello no quiere de­

cir que se tratara de un problema nuevo 

r~or: Jo-;é R . c;cuna rra ve rP,a ra 

en Colombia. En 18 J 9, Bolívar propuso 

a los delegado. del Congreso de Angos­

tura la creación de la Cámara de la Mo­

ral y la Cátnara de Ja Educación para 

evitar actos corrupto en la admini tra­

ción pública de la Gran Colombia; en el 

mismo año, el General Santander fue 

más allá y pr puso la pena de muerte 

para los funcionarios públicos culpables 
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de malversación de fondo ; inclusive , 

desde la época de la Colonia el proble­

ma era ampliamente conocido -los ro­

bos y las malas administraciones de los 

fondos de la Real Hacienda ya han sido 

señalados por diver os historiadores-. 

El principal problema de esta herencia , 

como lo señala Andvig (1991) es que las 

economías que inician con altos grados 

de corrupción o se desvían hacia ellos , 

en el largo plazo llegarán a equilibrios 

caracterizados por esos altos nivele ; si a 

los argumentos de este autor se le aña­

den los de Luis Eduardo Fajardo (2002) , 

acerca de la herencia de instituciones 

corruptas desde la olonia , se entende­

ría el por qué de la persistencia del pro­

blema en el Estado colombiano y por qué 

ha de ·pertado tanto interés en los últi­

mos años. egún este autor, la herencia 

francoespañola condicionó la in ·titucio­

nes coloniale hacia la corrupción : el 

personalismo, la falta de divi · ión de po­

d e re, la falta de claridad en la defini­

ción de los derechos de propiedad fueron 

cau a de una admini tración de justicia 

y de la Haci nda pública con tendencias 

hacia la corrupción. 

Entre los econonli tas el tema también 

ha sido objeto de gran int rés , en espe­

cial , debido a la relación existente entre 

desarrollo económico y corrupción. En 

la producción académica de los últimos 

45 años todavía no se ha logrado un con­

senso acerca de los efectos de la corrup­

ción sobre el crecimiento económico ; a 

lo mucho los estudios empíricos han 

mostrado resultados contradictorios 

so 

(Akai et al. , 2005). Algunos auto re (Lui , 

1996; Leff, 1964; Shleifer y Vishny, 1993) 

señalan que la corrupción lubrica siste­

mas obsoleto y podría inducir mayor 

eficiencia, por lo que podría ten r efec­

tos positivos sobre la economía. Otra se­

rie de estudios empíricos eñalan una 

relación negativa entre el desarrollo eco­

nómico y la corrupción ; esta última vi­

sión se ha enriquecido con los e tudios 

provenientes de organizaciones interna­

cionales como el Fondo Monetario In­

ternacional y e l Banco Mundial. Mauro 

(1995) y Tanzi (1998) identifican la exis­

tencia de co tos , en t é rmino de creci­

miento, debido a los mayores índices de 

percepción de corrupción; por ej mplo 

Mauro muestra cómo la distninución de 

u na desviación e tándar en el índice 

de orru pción podría aumentar la tasa de 

crecimiento del PIB per cápita e n 0 ,8 %. 

Mo (2001) , en un e ·tudio similar, e s tima 

que un aumento de un 1% e n el nivel de 

corrupción di minuye la ta a de creci­

miento de la economía e n un 0 ,7 2 %. 

Los problemas en la ge tión de la Hacien­

da pública so tenidos en el tiempo debi­

litan al Estado en la medida en que 

afectan la legitimidad, eficiencia y efica­

cia de las in tituciones que lo soportan. 

La corrupción es un peso muerto carga­

do por el Estado que, por un lado, le res­

ta recursos para el cumplimiento de sus 

tareas y, por el otro , le quita efectividad 

a los recursos que llegan a uplir esas 

necesidades . 

Las malas administraciones de recurs s 

del Estado , unidas a otros problema de 
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corrupción, son fenómenos arraigados 

en el Estado colombiano; por eso es bas­

tante claro que u olución ea muy difí­

cil, su diagnóstico sea complicado, e 

inclusive u definición sea problemática. 

Muchas acciones considerada como co­

rrupción en el pasado no tienen sanción 

social hoy en día , y además son amplia­

mente aceptada ; por otro lado, mucha 

actuaciones que no eran consideradas 

como corrupción tienen serias sancione 

en la a tualidad . 

En general, contar con cifra precisas 

'obre lo ca tos de corrupción es difícil. 

Badel (1999) señala que para el ca o 

colombiano los costos directos podrían 

representar cerca de un punto porcen­

tual del PIB; por u parte, otros estudios 

señalan que , por cu e nta de la contra­

tación pública, c e rc a de $3 billones (b) 

dejaron la ' arcas del E tado y no se sabe 

dónde fueron a parar. En 2002 , la Con­

traloría General de la República (CGR) 

señaló que de los $26 b destinados a la 

contratación pública , $2 ,2 b se perdie­

ron por cuenta de la corrupción l
. A pe­

sar de que en los último años se han 

hecho notables esfuerzos y logrado avan­

ce importantes para combatir este fla­

gelo , la problemática colombiana está 

lejos de ser la de eada2
. 

En este orden de ideas , el presente do­

cumento busca hacer una revi ión de los 

procesos de responsabilidad fiscal (PRF) 

como una forma de aproximarse al pro­

blema de la corrupción en Colombia. 

Para esto se parte de la relación entre la 

gestión fiscal y la corrupción, teniendo 

en cuenta que , igualmente , la descentra­

lización colombiana de los años noven­

ta supuso diferencias regionales debido 

a los cambios en la ejecución del gasto 

estatal. En la segunda parte del documen­

to se toma el indicador de integridad de 

Tran parencia Internacional pal'a revisar 

en mayor detalle las diferencias encontra­

da en la primera parte del documento ; 

para ello se construyen indicadore de 

dependencia e pacial con el fin d eva­

luar la existencia de patrones e paciales 

en el riesgo de corrupción de lo organis­

mos encargado d e l control fiscal. 

I. ¿QUÉ SON LOS PROCESOS 

DE RESPONSABILIDAD FISCAL? 

La re pon abilidad fiscal se fundamenta 

en la facultad que tiene la Contraloría 

General de la República para establecer 

las re ponsabilidades que e puedan des­

prender de la ge tión fi cal de individuos 

que administren recurso público. De 

manera específica, estos procesos se regla­

mentan y hacen efectivos con la Ley 142 

de 1993 y la Ley 610 de 2000; esta última 

define un PRF como «el conjunto de ac­

tuaciones administrativa adelantadas por 

Instituto de la Corporación de la Promoción Popular (15 de julio de 2004), " Una discusión puesta en cifras : el monto 
de la corrupción en Colombia», boletín electrónico. 

Transparencia por Colombia (2004) , " por primera vez, Colombia obtiene 4,0/10 en el índice de corrupción de 
Transparencia Internacional », (comunicado de prensa) , recuperado el 5 de septiembre de 
<www.transparenciacolombia.org .co> . 
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las contralorías con el fin de determinar 

y establecer la responsabilidad de los ser­

vidores públicos y de los particulares , 

cuando en el ejercicio de la gestión fiscal 

o con oca ión de esta, causen por acción 

u omisión y en forma dolosa o culposa 

un daño al patrimonio del Estado»3 . 

De esta definición se desprenden dos 

conceptos importante ; el primero , qué 

se entiende por gestión fiscal ; el segun­

do , lo que puede ser considerado corno 

daños al patrilnonio del Estado ; a conti­

nuación se definen estos conceptos de 

acuerdo con lo establecido por la ley. 

Gestión fiscal: conjunto de actividades 

económicas , jurídicas y tecnológicas 

que realizan los servidores públicos y 

las personas de derecho privado que 

manejen o ad1ninistren recursos o fon­

dos públicos , tendiente:, a la adecua­

da y correcta adquisición , plancación , 

conservación , admini~tración , custo­

dia , explotación , enajenación , consu­

lTIO , adjudicación , gasto , inversión y 

disposición ele los bienes públicos, así 

como a la recaudación , manejo e in­

versión de sus renta en orden a cum-

plir los fines esenciales del Estado, con 

sujeción a los principio de legalidad , 

eficiencia, economía, eficacia, equidad 

imparcialidad , moralidad, transparen­

cia, publicidad y valoración de los cos­

tos ambientales . 

Artículo 1, Ley 61 O de 2000. 

• Daño patrimonial al Estado : lesión 

del patrimonio público , representada 

en el m.enoscabo, disminución, perjui­

cio , detrimento pérdida uso i ndebi­

do o deterioro de los bienes o recurso 

públicos o a los intereses patrimonia­

les del Estado, producida por una ges­

tión fi cal antieconómica , ineficaz , 

ineficiente , inequitativa e inoportuna, 

que , en términos generales , no se apli­

que al cumplimiento de los con1etidos 

y de los fines esenciales del Estado , 

particularizado por el objetivo funcio­

nal y organizacional, programa o pro­

yecto de los sujetos de vigilancia y 

control de las contraloría . 

Dicho daño podrá oca, ionar ·e por ac­

ción u otnisión de lo servidores públi­

co o por la per, o na natural o jurídica 

de derecho privado que en forma dolosa 

o culposa produzcan directamente o con­

tribuyan al detrimento del patrimonio 

público . 

El carácter ¡·esarcitorio de un PRF bu ·­

ca que el Estado quede en una situa­

ción cotno si el daño , al n1enos en 

términos pecuniarios , nunca hubiera 

pasado ~ la cuantía que se le debe resti­

tuir al E tado debe incluir tanto el lu­

cro cesante (el monto que se ha dejado 

de percibir por cuenta del daño) como 

e l daño emergente ( alor del bien per­

dido o lesionado) 1
• 

Sentencia C-619 de 2002 (2005) , Gula unificada de responsabilidad fiscal, Bogotá D. C., Contraloría General de la 
República. 
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II. ¿CóMO ES EL TRÁMITE 

DEUNPRF? 

Un proceso de re ponsabilidad fiscal 

emp e:~a con una indagación preliminar 

por parte de las contralorías delegadas 

para investigaciones , juicios fiscales y ju­

risdicción coactiva, con la cual se exami­

nan los hechos o acusaciones y se decide 

si se abre en firme el proceso ; después 

de abierto , el proceso continúa con au­

tos de imputación y d cretos ele prueba , 

con lo que e debería llegar a un fallo , el 

cual det rmina la existencia o inexi · ten­

cía de la responsabilidad fiscal ; en con­

secuencia, · i de hecho exi tió algún 

detrimento del patrimonio estatal , el pro­

ce ·o termina con su archivo , la emi ión 

de un título ejecutiv y la publicación el 1 

(los) nombre (s) del (J s) responsable (-) 

en el Boletín de Responsables Fiscales . 

Por medio de la ' entenc ia C-619 de 

2002 , la Corte Constitucional modifi ' 

el Artículo 2 de la Ley 61 O de 2000, eli­

minando la palabra «leve». De esta for­

ma, a partir del 8 de agosto de 2002 los 

responsable. fiscale incluidos en el bo­

letín son aquello a los que se les probó 

dolo o culpa grave en sus acciones. 

Ademá , exi ten varias formas para que 

el nontbre de una persona ea elimina­

do del Boletín de Responsables Fiscales : 

i) que el fallo con responsabilidad fiscal 

haya sido anulado por la jurisdicción de 

lo Contencio ·o Administrati o , ii) que el 

fallo con responsabilidad fiscal haya per­

dido u fuerza ejecutoria, iii) por pres­

cripción de la acción de cobro iv) por 

53 

revocatoria directa del fallo con respon­

abilidad fiscal y, por último , ) con la 

restitución del bien (Diagrama 1) . 

III. ¿cuÁL Es LA RELAcióN DE UN 

PRF y EL CONCEPTO DE 

CORRUPCIÓN? 

Aunque la promoción de la transparen­

cia para combatir la corrupción está den­

tro de los objetivo de los PRF, e difícil 

trazar un víncul directo entre ambos 

conceptos . Si bien por el lado de los PRF 

su definición, límites y alcances están cla­

ramente delimitado en el marco jurídi­

co colon"lbiano , eso no sucede con la 

definición de corrupción ; de ahí que es­

tablecer relaciones entre los dos concep­

tos ea complicado . 

in embargo, hay que mencionar que en 

el pasado la responsabilidad fiscal ha sido 

relacionada directamente con corrup­

ción ; así , Badel (1999) incluye las cuan­

tías reportada en los PRF como costos 

directos de la corrupción en Colombia; 

por otra parte , Misas et al. (2005 , p . 201) 

definen respon abilidad fi ·cal como «los 

acto de corrupción por tnedio de con­

ductas dolosas o culpo as en detrimen­

to del patrimonio del E tado». 

Pero si bien es difícil , no es impo ible tra­

tar de identificar ínculos entre la dos 

definiciones ; el primer paso para tratar 

de solucionar la pregunta ería una deli­

mitación del concepto de corrupción; en 

otras palabras , identificar cuále on las 

caracterí ticas que hacen que una acción 
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1.4 

Trámite de un proceso de responsabilidad fiscal 

[ Inicio del proceso 

.---------•L Indagación preliminar 

~ Denuncia o informe L de audición 

Apertura procesos 
de responsabilidad fiscal 

l Auto de imputació~ 

1 
loecreto de prueb~ 

Fallo 
__ j 

Sin responsabilidad 
fiscal 

( K 

F ente· Tomado ae a pág na web de la Contralor:a General de la República 

• [ Medidas cautelares 

---0) 

r 
Grado de consulta _1---.< Z 

Con responsabilidad l 
fiSCal __j 

,-- J l Título ejecutivo 

Inclusión en el Boletín de 
Responsables fiscales 

[ Fin del proceso l 

sea catalogada como corrupta y cuáles 

de esas características son comunes a las 

conductas tipificadas dentro de la respon­

sabilidad fiscal. 

En general , se podría decir que calificar 

una acción como corrupta o no , e s me­

dir su distancia de unos límites d e refe­

r e ncia Oohnston, 2001) ; límites que no 
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son únicos y que pueden variar con el 

paso del tiempo y/o de acuerdo con la 

cultura\ inclusive, pueden cambiar en 

función de la perspectiva de análisis. De 

esta forma, existen distinta maneras 

de tipificar la corrupción: i) en función 

de los actores involucrados; ii) depen­

diendo de a quién afecta; iii) según el 

tamaño; iv) egún los objetivos que se per­

sigan; v) egún el espacio en que se 

pres nte· vi) según la temporalidad, y vii) 

según la percepción de la sociedad (Mi­

sas et al., 2005). 

Siguiendo la clasificación de Heidenheimer 

(1970), se podría pensar que dependien­

do de la distancia a la frontera de referen­

cia, los actos e calificarían como blancos, 

grises o negros; a í las cosas un hecho con 

una clara anción social (corrupción ne­

gra) traspasaría e a frontera, mientras que 

acto con ninguna sanción ocial (corrup­

ción blanca) estarían más alejados de ésta. 

La diversidad de definiciones y concepcio­

nes sobre el mismo problema radica en 

su misma naturaleza, ya que, aparente­

mente, la corrupción e un flagelo de fácil 

aprehensión, pero al mismo tiempo de 

difícil precisión y/o delimitación, aun cuan­

do lo que se analice sea una sola dimen­

sión del problema -para este caso tan solo 

la económica-: no todo lo que es ilegal es 

necesariamente corrupción; al mismo 

tiempo, no todo lo que puede ser llama­

do corrupción es ilegal. 

Dado que los PRF se refieren a la legali­

dad de las acciones de los encargados 

de la gestión fiscal, la identificación de 

vínculos entre PRF y corrupción no se po­

dría hacer vis a vis' y de poder hacerlo, 

sólo podría incluir una de varia dimen­

siones del problema. 

La corrupción de la administración pú­

blica no es un problema nuevo, pero en 

los últimos años ha sido de gran interés, 

en especial por los esfuerzos por com­

batirla por parte de organismos interna­

cionales como el Banco Mundial, el 

Fondo Monetario Internacional y Tran -

parencia Internacional. olo desde la 

década de los sesenta e empezaron a 

estudiar las manifestaciones de la corrup­

ción de una manera sistemática y com­

parativa; de hecho, hasta hace poco 

todavía se mantenía en el imaginario co­

lectivo la idea de que la corrupción sólo 

era un problema de la economías po­

bres, pero la producción académica d las 

última décadas y los recientes escánda­

los de corrupción en paíse , desarrollado 

han revaluado e as concepcion s. 

Según Restrepo (1997), la creciente preo­

cupación sobre los efectos, cuantifi­

cación y definición de la corrupción se 

puede explicar desde distinta perspec­

tivas: i) debido a una mayor democrati­

zación mundial; ii) desde una visión 

pragmática (la lucha contra la corrup­

ción se da por un efecto de contagio en­

tre los países), y iii) por u na versión 

escéptica (la ola anticorrupción se dio 

como una simple coincidencia). 

Para el caso de la responsabilidad fiscal es claro que los límites son aquellos estipulados en la ley. 
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El cumplimiento de la gran diversidad de 

tareas que upone la existencia de un 

Estado democrático , implica la creación 

de complejo esquema de negociación, 

control y delegación de funcione que 

pueden crear lo espacios para la corrup­

ción ; por esta vía, la democratización de 

los paise puede ser determinante para 

el creciente número de escándalos de 

corrupción (Huntington , S ., 1996; cita­

do por Retrepo , E. , 1998, p . 16). 

A partir de la rica producción académica 

surgida alrededor del tema , se puede 

decir que existen varios elementos comu­

nes en las distintas clases de definiciones 

sugeridas ; así , la definición del Banco 

Mundial encierra la mayoría de estos ele­

mentos y ha sido la tnás utilizada, ya que , 

egún ese organismo, la corrupción e 

concibe como «el abuso de una autori­

dad públi a para con, eguir algún bene­

ficio privad » (Gray y Kaufn1ann , 1998)''. 

na versión un poco tnás an1plia la ofre­

ce Malem para quien los actos de corrup­

ción se conciben como «la violación , 

activa o pasi a, de un deber posicional , 

o del incumplimiento de una función 

específica realizados en un marco ele dis­

creción con el objetivo de obtener un 

beneficio extraposicional , cualquiera 

que sea su naturaleza» (Malem, 2002 , 

p. 35). De esta definición se pueden 

identificar cuatro elementos que sirven 

para calificar la actuación de un funcio­

nario público como corrupta: i) la viola­

ción de un deber posicional ; ii) la 

existencia de un marco normativo de 

referencia; iii) la existencia de un be­

neficio extraposicional, el cual no n e ce­

sariamente debe ser pecuniario , y h) la 

clandestinidad de las tran acciones. 

Al comparar las definiciones de corrup­

ción que surgen de de la bibliografía 

principai y la de responsabilidad fi cal , 

e claro que surgen elementos comunes ; 

sin embargo, no se deben confundir esas 

similitudes . Los PRF son ólo un aspecto 

de un problema muy cotnplejo y más 

grande ; incluso, a pesar de que del a ná­

lisis de las cuantías se pueden despren­

der elementos imporrant s , no e puede 

pretender tomar esta información como 

una medida directa de la corrupción en 

Colombia . 

Según La Ley 610 de 2002 , existen tres 

ele mentos constitutivo s de un PRF: i) una 

conducta dolosa o gravemente culpo!Sa , 

atribuible a una per~ona encargada de 

realizar una gestión fiscal ; ii) un daño 

patrimonial al E ·tado , y iii) un nexo cau­

sal entre los dos elemento anteriores. 

La primera parte de ambos conceptos 

(corrupción y PRF) parecen calcados , al 

considerar como elemento inicial el abu­

so del poder discrecional por parte de 

un funcionario ; en tanto que en la segun­

da parte, ambas definiciones se distan­

cian y necesitan un análisis especial en la 

medida en que se consideren los daños 

que e le causan al Estado como benefi­

cios para otro agente. 

Para una discusión más detallada sobre el debate de la definición de corrupción , véase Johnston (2001 ). 
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Partiendo de la definición de Malem 

(2002), o la del Banco Mundial, si en un 

PRF no existen beneficios para el respon­

sable, sencillamente la actuación no po­

dría ser catalogada como corrupción; 

además, si la desviación de las pote ta­

des administrativas, o la violación de la 

reglas, no persiguen beneficio , no se es­

taría en presencia de corrupción ino 

ante negligencia administrativa. Esta ar­

gumentación no necesariamente se man­

tendría cierta los responsable fi cales 

recibiesen algún tipo de recompensa; así, 

si en efecto existe algún beneficio, enton­

ces se podría identificar la existencia de 

un ínculo entre los PRF y el concepto 

de corrupción anotado anteriormente; 

por tanto, si las p•·uebas de un PRF apun­

tan hacia la existencia de beneficio para 

el responsable, entone ·e estaría en 

presencia de otra clase de delito sobre 

lo · cual ~ entraría a actuar la Fi alía ~e­

neral de la ación -cabe anotar que la 

falta de un sistema de información arti­

culado no permite trazar cuáles de los 

PRF pasan por la Fiscalía y, por ende, cuá­

les de esto · encajan en el concepto de 

corrupción-. 

Ahora bien, e acepta el upuesro de 

racionalidad de los individuos, bajo el cual 

cada funcionario maximiza u beneficios 

con la gestión que realiza, la existencia 

de un castigo y de una probabilidad de 

er capturado o tiene, implícitamente, la 

existencia de algún tipo de beneficio para 

el re ponsable; por tanto, e poco proba­

ble que un individuo racional en conoci­

miento de una posible sanción, quebrante 

la ley in esperar algún tipo de beneficio. 

5"""~ 

Dado que los ca ·tigos están definidos en 

la ley y la existencia de los organi mo 

estatales de control (la CGR, en este ca o) 

u renta una pr babilidad de captura 

distinta de cero, e podría disminuir la dis­

tancia entre los PRF y lo que entendemos 

cotno corrupción, ya que se e taría acep­

tando la idea de algún tipo de beneficio 

extraposicional para el responsable. 

Iv. iEx!STE ALGUNA REIACIÓN 

CON LA DESCENTRALIZACIÓN? 

Así como no existe un consenso obre la 

relación de lo efectos de la corrupción 

el crecin1iento económico, tampoco 

existe una i ión unánime sobre la rela-

ción entre la descentralización la co-

rrupción. Aunque algunos e rudio 

. eñalan que la descentralización debería 

conducir a reduccione de la corrupción, 

otra erie de autores muestran que la 

relación puede ~er inversa, que puede ser 

específica al contexto que se considere, 

e inclusive, in. ignificante o ambigua 

(Bardhan y Mookherjee, 2005, Shah, 

Thomp on y Zou, 200<J). 

La relaci 'n inver a entre de entraliza­

ci 'n y corrupción se sustenta por dos vías: 

la rendición de cuenta (accountability) 

y por la competencia de juri diccione 

(Nupia, 2005); adcmá , la descentraliza­

ción supone la exi tencia de canale más 

fuertes de comunicación debido a un 

proceso local de toma de decisiones, en 

el cual lo gobernant s y los ciudadano 

tienen mayor contacto. Quiene defien­

den la idea de una relación inversa e 
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apoyan en que la descentralización au­

menta la rendición de cuentas en el pro­

ceso político (Seabright, 1996) ; de esta 

manera, la presentación y evaluación de 

los resultados de la gestión pública au­

mentaría la fiscalización de las acciones 

de los funcionarios encargados de ella, lo 

que a su vez reduciría la probabilidad de 

ser corrupto y no ser capturado. 

Cuando e considera la competencia en­

tre regiones también e podría explicar por 

qué la descentralización llevaría a la reduc­

ción de los niveles de corrupción (Shleifer 

y Vishny, 1993) ; así , la mayor corrupción 

en una zona podría desviar factores de pro­

ducción de una región a otra, de e a forma 

los gobiernos locales tendrían los incenti­

vos uficientes para reducir los niveles de 

corrupción y atraer para í mayores recur-

o (v:. g. la inversión extranjera directa). 

De manera contraria , algunos autore 

señalan que la descentralización puede 

inducir mayores niveles de corrupción , 

ya que, a nivel local, los gobernantes no 

sólo tienen mayor discrecionalidad del 

gasto , sino que igualmente enfrentan 

mayores presiones por parte de grupos 

de interés; por tanto, la conjugación de 

estos factores aumenta la probabilidad 

de captura del Estado a nivel local y, por 

ende, el rie go de corrupción que enfren­

ta la administración local puede crecer. 

Al revisar los datos sobre percepción de 

corrupción, Nupia (2005) encuentra que 

si bien en países desarrollados la descen­

tralización va de la mano de menor co­

rrupción, en los países en desarrollo esa 

relación no es tan fuerte. La respuesta a 
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esta aparente paradoja se debe buscar en 

los otros factores explicativos de la co­

rrupción que también se pueden ver afec­

tados por cambios institucionales co­

mo la descentralización. Para Klitgaard 

(1988) la corrupción se define como la 

urna del grado de monopolio estatal , 

más la discrecionalidad de sus servidores, 

menos el nivel de rendición de cuentas. 

En forma de ecuación esta relación se po­

dría reescribir de la siguiente manera: 

e= m + 
RO: (+ /-) 

Donde : 

d 

(+) 
+ a 

(-) 

e : 

m: 

d : 

Corrupción 

Monopolio 

Discrecionalidad 

a : Accountability 

RO : Relación con descentralización 

Como se puede ver, e l argumento ~obre 

la disminución de corrupción basada en 

una mayor descentralización e apoya en 

el efecto de un ólo término ele la ecua­

ción (accountability) , desconociendo los 

posibles efectos que puede tener la des­

centralización sobre el monopolio esta­

tal y sobre la discrecionalidad , y por esa 

vía , los efectos que pueden tener estos 

factores sobre la corrupción. 

El efecto de un proceso de descentraliza­

ción sobre el monopolio estatal no es tan 

claro , depende , en gran medida, de que 

vaya acompañado de otras reformas esta­

tales profundas. Lo que sí resulta claro es 

que la descentralización otorga a los fun­

cionarios locales una mayor discreciona­

lidad sobre las decisione del gasto. 
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Dado que el efecto final del mayor mo­

nopolio estatal es condicional a la pre­

sencia de otras reformas , ólo se pueden 

distinguir dos efectos claros y contrarios 

de la descentralización sobre la corrup­

ción: por un lado el efecto inverso de 

una mayor rendición de cuentas , y por 

el otro, el efecto creciente de una mayor 

discrecionalidad. 

Las diferencias señaladas por Nupia 

(2005) se podrían explicar desde e te 

enfoque: en los países en desarrollo pa­

rece que dominara el efecto po itivo de 

la rnayor discrecionalidad , mientras que 

en los países más t·ico la evidencia seña­

la una dominación del efecto de una ma­

yor rendición de cuentas y un monopolio 

e tatal acompaií.ado de instituciones 

fuertes y claras en sus labores de control. 

Dado qu e a principios de la década de 

los año~ no enta Colombia inició un pro­

ceso ele descentralización, valdría la pena 

la pregunta sobre los efectos que ·o­

bre la corrupción tuvo este proceso; co­

mo señala Bonet (2005) , el proceso 

colombiano cabría dentro de una des­

centralización no pura, es decir una 

descentralización de gasto con poca 

corre pondencia en el recaudo. A í la co­

sas, el análisi debería llevarse hacia la 

relación entre lo mayores gastos ejecu­

tados desde las regiones , y los desfalcos 

estatales en cada una de ellas; en otras 

palabras , lla descentralización aumentó 

la rendición de cuentas y disminuyeron 

los desfalcos del Estado?, o, por el con­

trario da descentralización aumentó 

los desfalcos al Estado vía una mayor 
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di crecionalidad de los funcionarios y un 

mayor gasto regional? 

Basándose en cifras de la Contraloría, la 

Procuraduría y la Fiscalía, González 

(2001) encuentra que para el caso colom­

biano, las cifras relacionadas con la co­

rrupción aumentaron durante el período 

de descentralización -aunque paradójica­

m.ente no se revisan a fondo los efectos 

diferenciales para la distintas regiones, 

municipios o departamento 

Como la descentra) ización colombiana se 

dio junto con otras reformas que busca­

ban hacer má incluyente el proceso de­

mocrático, se esperaba un efecto inverso 

entre descentralización y corrupción. 

Dentro de los otro cambio adicionale 

que habían empezado desde finales de 

la década de los ochenta estaban la elec­

ción popular de alcaldes , nuevos meca­

nismos de participación ciudadana y una 

mayor pron1oción de órganos moderno 

de control político y ciudadano a la ge ·­

tión estatal. 

Exi ten razones política que ayudarían a 

entender por qué no e dieron los resul­

tados esperados y por qué el mayor gas­

to regional derivó en el aumento de 

actividades corruptas; en gran medida las 

elites políticas locales impul aron la des­

centralización del gasto buscando que 

estos dineros sirvieran de combustible 

para sus maquinarias regionales; así las 

cosas, el mayor poder en las decisiones 

de gasto la falta de promoción y eficacia 

de los nuevos mecanismos de control y 

participación ciudadana, además de las 
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motivaciones clientelistas, condicionaron 

una mayor captura del Estado a nivel lo­

cal. Según Bardhan y Mookherjee 

(2005), la mayor competencia y paridad 

por la lucha de otos disminuiría la cap­

tura estatal y, por ende, la corrupción; 

infortunadamente las reforma colom­

bianas no lograron contrarrestar las re­

des clienteli ta y no se logró una mayor 

paridad en la competencia por votos; así, 

la conjugación de esto factores pudo 

conducir al aumento de las cifra rela­

cionadas con corrupción en Colombia. 

Para el caso colombiano, los municipios 

receptores de regalía ilustran claramen­

te dicha situación, ya que éstas tienen un 

efecto importante sobre las finanzas ele 

los municipios y, por esa vía, sobre las 

cifras relacionadas con corrupción. La 

n"layor disponibilidad de recursos y una · 

h ·rranlienta~ de <.:ontrol poco eficac ~ . 

ignificaron una mayor captura del E ta­

do por parte de elites locales; de mane­

ra específica, Viloria (2003) encuentra 

que para el caso de Tolú, las mayores 

regalías aumentaron los ca os de corrup­

ción y generaron inestabilidad política. 

V. DISTRIBUCIÓN DE LOS PRF 
EN LA GEOGRAFÍA COLOMBIANA 

Si en efecto la descentralización generó 

un aumento de las actividade relaciona­

das con la corrupción, ¿fue ese aumento 

homogéneo en todas las regiones, de­

partamentos o municipios? ¿Qué papel 

desempeñó el mayor gasto de la regio­

nes en la cantidad de el sfalcos al Estado? 

¿oónde quedaron la contralorías encar­

gadas de supervisar el mayor ga to? 

Un análisis preliminar de las cifra mue -

tra comportan1ientos muy diferente 

entre los departamentos y regiones del 

país, tanto en el nivel de lot-o de ·falcos 

como al revisar las cifra como propor­

ción del gasto. Según el Boletín de Res­

pon ·ables Fiscales, número J 1, al EMado 

se le deben rnás de 160 .000 millone · 

(m): en protnedio, en cada departamen­

to hay ~5.000 m que aun no se le han 

¡·estituido al Estado por cuenta de detri­

mento a u patrimonio. 

Para revbar las cifra, de cuantía r ·porta­

das en el Boletín de Responsables Fiscales, 

Cuadro 1 

Estadísticas descriptivas de las cuantías reportadas 
en el Boletín de Responsables Fiscales (millones de pesos) 

-
Total Gerencias departamentales Contralorías territoriales 

-- -- -- -- -

Media 5.039 1.227 3.889 
Desviación estándar 6.671 1.837 6.373 
Mínimo 388 o 12 
Máximo 32.519 10.042 32.519 
Total nacional 161246 36.804 124.442 

Fuente: Boletín de Respoosables Fiscales. No. 41. y cálculos del autor. 
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es importante resaltar que éste contiene 

información de las gerencias departamen­

tales de la CGR y de las contralorías terri­

toriales de cada departamento . 

Las contralorías ~erritoriales (departa­

mentales di tritales y municipale ) rea­

lizan el control fiscal de los recursos de 

sus re pectivos ente territoriales ; por su 

parte . las gerencias departa1nentale son 

oficinas que dependen de la oficina cen­

tral de la CGR y son las encargadas de 

realizar el control fiscal a los dineros del 

orden nacional que se ejecutan de de las 

regiones. 

A diferencia de las gerencias departa­

mentale. de la CGR, los funcionarios ele 

las contralorías territoriales son elegidos 

y nombrado, localmente ; por ejeo1plo . 

el contralor departamental es elegido 

por la samblca Departamental de una 

ten1a que recibe del Tribunal Superior 

de Di · trito judicial y del Contencioso 

Adn1ini trativo ; vale aclarar que la dura­

ción de la administración de un contralor 

departamental e la misma que la del 

resto del gobierno local. 

Adicional a la contraloría departamen­

tal , algunas ciuclade y municipios cuen­

tan con sus propias contralorías , cuyos 

reportes también se incluyen en el bo­

letín. De esta manera , para tomar como 

ejemplo al departamento del Atlántico , 

en el Boletín de Responsables Fiscales se 

incluye información de la Contraloría 

Departamental, la Contraloría Distrital de 

Barranquilla, además de las contralorías 

municipales de Malambo y Soledad -en 

el Gráfico 1 se mue tran los re ultados 

de estos informes-. 

Al revisar las cuantías según el origen del 

reporte , sobresalen los $32.518 m repor­

tados por la Contraloría Distrital de Bogo­

tá-. Dicha cifra es la más alta reportada por 

un tnismo ente territorial en todo el paí ; 

como se muestra más adelante , ni siquiera 

es comparable con otros reportes departa­

mentales , solo con agregados regionales . 

A nivel departamental, Bolívar y Antioquia 

también m u e tran altos de fa leos al Es­

tado pendientes de restitución ; para el 

caso de Bolívar, esa posición e preocu­

pante dadas la condiciones ele pobreza 

de su población , el reducido Lamaño de 

~u PlB } el tamaño de su presupuesto; así, 

al comparar el tan"laño de su · desfalcos 

con los de Antioquia , se nota que ti e nen 

una cantidad mu y similar; sin embargo . 

los entes territoriales de Antioquia (G -

bernación y municipios) ejecutan 3 ,6 ve­

ces má recur os que lo que ejecuta 

Bolívar. Para mirarlo de otra forma, a pe­

sar de ejecutar menos de la tercera parte 

de lo que se ejecuta en Antioquia, Bolívar 

presenta uno desfalcos mayore a los de 

este departamento. 

Por otro lado los menores reportes e tán 

en Amazonas , Arauca, Vichada y Chocó , 

departamentos en los cuales el limitado 

En este documento Bogotá se considera como una ciudad-región por su importancia económica y por el tamaño de 
su población . Para controlar el efecto del gasto del Gobierno central , en las cifras de Bogotá sólo se incluyen los 
reportes de su Contraloría Distrital. 
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Gráfico 1 

Cuantías departamentales reportadas en el Boletín de Responsables Fiscales 
{Millones de pesos) 

Guainía 
Vaupés 

Amazonas 
Chocó 
Ara u ca 

San Andrés y Providencia 
Vichada 
Guaviare 

Sucre 
Caquetá 

Putumayo 
Norte de Santander 

La Guajira 
Cesar 

Magdalena 
Boyacá 
Tolima 

Meta 
Atlántico 
Ouindío 

Córdoba 
Caldas 

Casa na re 
Huila 

Na riño 
Valle 

Ca u ca 
Santander 

Cundinamarca 
R1saralda 

Antioquia 
Bolívar 
Bogotá 

o 5.000 10.000 15.000 20.000 25.000 30 000 35.000 

Fuente: Contraloría General de la República, Boletín de Responsables Fiscales No. 41, y cálculos del autor. 

tamaño presupuesta! parecería explicar 

los pocos detrimento al patrimonio es­

tatal en valor absoluto. 

Para complementar el análisis de cifras 

departamentales, lo mismos datos se 

agruparon a nivel regional8 . Con las cifras 

publicadas por la CGR, la Costa Caribe, 

Bogotá y la región Central-Oeste e ubi­

can como una categoría aparte, pues no 

solo son las regiones con la mayor ejecu­

ción presupuesta!, sino que también son 

las únicas cuyos desfalcos superan los 

$30.000 m; así, las cuantías reportadas 

Para el análisis de las cifras a nivel regional se sigue la clasificación de Bonet (2005) . En la región Caribe se incluyen 
La Guajira, Cesar, Magdalena, Atlántico, Bolívar, Sucre y Córdoba. 
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1 r'\ 

Regiones utilizadas para el análisis 

-Bogotá 

c::J Costa-Caribe -Central-Oeste 

c::J Nuevos Dptos. 

Pacífico 

Central-Sur 

Central-Norte 

Fue te Tomado de Bonet (2004) 

En la región Central-Oeste se encuentra Antioquia, Caldas, Quindío y Risaralda. Los departamentos de Boyacá, 
Norte de Santander y Santander comprenden la región Central-Norte. La región Central-Sur corresponde a los 
departamentos de Cundinamarca, Huila y Tolima. Cauca, Chocó, Nariño y Valle del Cauca constituyen la región 
Pacífico. La categoría de nuevos departamentos incluye Caquetá, Meta, Amazonas, Arauca, Guaviare, Guainía, 
Vichada, Casanare, Putumayo y Vaupés. Finalmente, Bogotá se define como una región por sí misma debido a que 
contribuye con más del 20% del PIS nacional. 
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de de las tras regione están lejos de 

las reportadas en cada una de estas tres 

regione . 

Al inspeccionar los reportes de Las ge­

rencias departamentales sobresale la 

región Caribe, y en especial la situación 

de Bolívar. Tomando solamente las cifras 

n1.o tradas por las gerencias de la CGR, la 

Costa Caribe aparece como la región con 

los más altos desfalcos; además de e o, es 

la única región en la que las contralorías 

territoriale · tienen una menor participación 

que la gerencias departamentales sobre el 

total departamental. Los reportes de cuan­

tías de las gerencias departamentales de la 

Co ta Caribe on casi tres veces los de 

la región que le sigue (Pacífico); así de los 

$36.000 m que reportan las gerencias, casi 

la mitad se originan en esta región. 

Por su parte, Bolívar representa el 58,8% 

de los desfalcos que reportan las ge­

rencias para la región Caribe -una cifra 

bastante alta y comparable sólo con de­

partamentos mucho más grandes-; aun­

que se debe re altar que aún después 

de xcluir e te departamento la Costa 

- ') 

Cuantías reportadas en los boletines de responsabilidad fiscal, 
según regiones (millones de pesos) 

Total nacional 
Central-Oeste 33.692 
Costa Caribe 32.789 
Bogotá 32.519 
Pacíf1co 21 .063 
Central-Sur 15.968 
Nuevos departamentos 12.878 
Central-Norte 12.338 

Gerencias CGR 
Costa Caribe 17.220 
Pacífico 5110 
Central-Norte 4.956 
Nuevos departamentos 4.382 
Central-Oeste 3.857 
Central-Sur 1.278 

Contratarías departamentales 
Bogota 32.519 
Central-Oeste 29.834 
Pacífico 15.953 
Costa Caribe 15.569 
Central-Sur 14.690 
Nuevos departamentos 8.496 
Central-Norte 7.381 

Total nacional 161 .246 
Total gerencias CGR 36.804 
Total contralorías departamentales 124.442 
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Caribe sigue siendo la región con los ma­

yore desfalcos reportados por las ge­

rencias departamentales de la CGR -en 

el iguiente cuadro se muestran las 

cifras regionaJizadas y el ente que los 

reporta-o 

La ituación en el reporte de la contra­

lorías territoriales es distinta: las lnayores 

cift-as reportadas se ubican en Bogotá9 , 

seguida de la región Central-Oe te; cabe 

anotar que las cantidades reportadas por 

la Contraloría Distrital de la capital del 

país son las más alta (doblan las de otras 

regiones como la Pacífica y las de la Cos­

ta Carihe). 

A diferencia de las contratarías de la Cos­

ta Caribe. los 'ntes de control de la región 

Central-Oeste tienen una participación 

haMante aIra sobre el total de cuantías re­

portadas; mientras en la Costa la mayoría 

de las cuantías de los reportes se originan 

desde las gerencias departanlentales , en 

la región Central-Oeste se sustentan en la 

gestión de sus contralorías territoriales. 

Las diferencias en los reportes de las ge­

rencias departarTIentales y las territoria­

les no solo se dan en la Costa; la situación 

en los Nuevos Departamentos es muy si­

nlilar. En comparación con las gerencias 

departan1entales, la contralorías ten-ito­

dale.;; de estos departan1ento repor­

tan cifras muy baja ; un resultado que 

se extrae al revisar la distribución de los 

reportes (entre gerencias y territoriales) 

e que los departamento con mayores 

problemas de pobreza son aquellos en 

donde sus contratorías territoriales pre­

sentan las menores cuantías de desfalcos. 

Guainta, Chocó y ucre, por ejemplo, son 

lo departamentos con mayores proble­

mas de pobreza en cada una de sus res­

pectivas regiones y al lTIislllO tiempo, son 

los departamentos cuyos entes de con­

trol reportan las menores cifra '. 

Como se muestra en la siguiente sección, 

las contralorías territoriales de estas re­

giones (Costa Caribe y Nuevos Departa­

nlentos) presentan los índices de 

integridad má bajos calculados por 

Transparencia por Colomhia, lo que con­

trastaría con la 111enor participación de 

las cuantía. que están reportando . 

La lectura de las cifras a nivel regional 

debe hacer-se con cuidado en la medi ­

da en que el número y taInaño de los 

departamento in luidos en una misma 

región pueden alterar la interpretación 

de las cifras; por esta razón se tOlna­

ron las cifras de gasto total departamen­

tal como una proxy para aju~tar los 

de~falcos por el tamaño del Estado en 

cada departamento. Las cifra de gasto 

corresponden a la suma de las ejecucio­

nes presupuestales de la administración 

departamental y las de los municipiosJ() ; 

de la lnisma forma, las cuantía se divi­

dieron por el tamaño poblacional como 

otra medida de ajuste. 

A diferencia de las cifras reportadas por las gerencias. en el Boletín de Territoriales sí se puede aislar el efecto de 
entidades del Gobierno central. 

10 Las cifras corresponden al año 2003 y no incluyen la ejecución de entidades descentralizadas del Gobierno central. 
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Al corregir las cifras por el tamaño del gas­

to y comparar los resultados con los de las 

cifras absolutas se aprecian algunas dife­

rencias y imilitudes: la primera diferen­

cia es que Risaralda aparece como el 

departamento con los mayores desfalcos 

como proporción de su gasto; en tanto que 

la primera similitud son los resultados de 

Bolívar, el segundo departamento después 

de Risaralda, lo que nuevamente corrobo­

ra la inadecuada situación en el manejo 

de sus recursos públicos; el porcentaje más 

bajo se muestra en Boyacá, Arauca y Cho­

có -en el Gráfico 2 se presentan los resul­

tados a nivel departamental y de acuerdo 

con la entidad que los reporta-. 

Participación de los desfalcos pendientes de restitución 
como proporción de la ejecución de gastos de 2003 

Risaralda 
Bolívar 
Ca u ca 

Vichada 
Quindío 
Guaviare 
Guainía 
Bogotá 
Vaupés 

Amazonas 
Na riño 

Huila 
Santander 

Caldas 
Putumayo 

Caquetá 
Antioquia 

Cesar 
Magdalena 

Cundinamarca 
La Guajira 
Córdoba 

Meta 
Valle 

Tolima 
Atlántico 
Casan are 

Sucre 
Norte de Santander 

Boyacá 
Chocó ""1 

(Porcentaje) 

Arauca ._~ _____ _,__ _____ _.__ _____ .J.__ _____ .__ ____ ___, 

0,0 0,5 1 ,O 1,5 2,0 2,5 

O Gerencias Territoriales 

FJente: Boletín de Responsables Asea/es No 41. La rnformacló'1 sobre el gasto fJe tomada del Oepartame'lto Nac1onal de Planeac on (DNF 
cálculos del aJtor 
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Al revisar la información ajustada por la 

población, sobresale la ituación de los 

Nuevos Departamentos; la cuantías de 

desfalco per cápita de la región aparecen 

como las más altas del país, y ocho de las 

diez primeras posiciones corresponden a 

estos departamentos (Gráfico 3). Al pa­

recer, la baja densidad de la población en 

la región tiene un efecto importante al 

analizar las cifra de esta forma; aparte 

de los Nuevo Departamentos, Bolívar y 

Risaralda aparecen nuevamente con la 

cuantías per cápita más altas; por el otro 

lado, Norte de Santander, Sucre, Chocó y 

Atlántico presentan los menores reportes 

por habitante. 

Desfalcos per cápita según departamento de origen 
(Pesos) 

Vaupés 
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Valle 
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D Gerencias Territoriales 

F-uente· Boletm de Responsables fiscales. No 41 La mfo•mación sobre el gasto f.:.e tornada del Departamento Nac10nal de Planeac óo (D"JP). 
ca Culos del autor 
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La baja relación entre las cuantía repor­

tadas en los Nuevos Departamentos con 

el tamaño de su gasto y su alta relación 

con el tamaño de su población, tienen 

como factor común las ejecuciones de 

gastos por habitante. Los únicos depar­

tamentos con una ejecución presu­

puestal por habitante superior al millón 

de pe o e ubican en esta región, dados 

lo · ingresos que reciben y su poca po­

blación; además, puede ser posible que 

las cuantías referenciaclas a los gastos no 

resulten tan altas, pero sí lo son cuando 

e comparan con el tarnaño de ·u pobla­

ción; en otras palabras, el efecto de una 

ejecución presupuesta! per cápita relati­

vamente alta iinplica que una inadecua­

da gestión fiscal no sea tan notoria como 

en otras regiones; así, al re isar las mis­

m.as cifras en función de la pobla ión, el 

panorama se invierte . 

Agregando las cifras a nh.el regional, y al 

ajustarla por el tamai1o de la población, 

permite ver cómo los Nuevos Departa­

mentos son los únicos en los que el efecto 

del denominador {población) supera el 

del numerador (cuantías reportadas); 

contrario a este panorama se tiene la si­

tuación de la región Centrai-Oe te: aquí 

la alta concentración de población no 

logra contrarre tar las altas cifras repor­

tadas por sus contralorías; después de los 

uevos Departamentos, esta región 

muestra las cuantías per cápita más al­

tas ( 3.930 de desfalco por habitante), 

inferior a los de los Nue os Departamen­

to , ( 5 .0":16) . 

Al revisar las cuantías como porcentaje del 

ga to, Bogotá, la región Central-Oe ' te y 

la Costa Caribe presentan las mayore 

cifra ; ·i se entiende la de centralización 

de la década de lo · no enta como un ma­

yor gasto de los entes territoriales , enton­

ces la relación entre desfalcos y gastos iría 

de la mano con los resultado · encontra­

dos por González (200 1) ; ademas, la re­

vistón de los PRF tnue tra cómo las 

regiones con los tnayores gastos tienen 

tantbién las tnayorcs cifras de desfalcos 

por problctnas en la gestión fiscaL 

Cuadro 3 

Cuantías reportadas en el Boletín de Responsables Fiscales 
ajustadas por tamaño del gasto y tamaño de la población 

- -- -- ----
Gastos Población Ejecución Cuantías de desfalco/ Cuantías de desfalco/ 
totales per cápita población Gastos totales 

(Millones de pesos) (Número) (Millones de pesos) (Pesos) (Porcentaje) 

Bogotá 4 069.884 7.185.889 566.372 4.525 0.79 
Central Oeste 4.395.219 8.571.943 512.745 3 930 0,77 
Pacífico 3.346.383 8.092.165 413 534 2.602 0,63 
Central Sur 3.099.970 4.653.564 666.150 3.431 0.52 
Costa Caribe 4.100.277 9.854.298 416.090 3.327 0,80 
Nuevos departamentos 2.721.041 2.552.183 1.066.162 5.046 0,47 
Central Norte 2.567.366 4.993.932 514 .097 2.470 0.48 

f- ---
Fuente Contra lo ría General de Re publica Las Cifras de poblac1ón corresponden a proyecc1ones del DANE y las de gasto al DNP 
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Distribución de las cuantías reportadas en el Boletín de Responsables Fiscales 
ajustados por tamaño de la población 

O $2 .470 

O S2 .602 

D $3 .327 

$3 .431 

$5 .046 

Fue·lte C n•·dl r G r r 11 1 R puollc lSCif' ,d b n 

Lo re ultado de la región Central-Oes­

te son sólo cotnparable con lo de la 

Co ta Norte: como región, el Caribe co­

l mbiano tiene la egunda ejecución de 

69 

S 

p D 

gastos más grand s , pero e la región con 

la mayor proporción de de falcos como 

proporción de u gasto (ligeramen­

te uperior a la de Bogotá y la región 
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Central-Oe te). Como e muestra en el 

Mapa 3, la dos regiones con las mayo­

res ejecuciones presupuestales on las 

mi mas que mue tran las cifras má al­

tas de inadecuada ge tión fiscal. 

Las cifra de las cuantías de los PRF según 

el departamento de origen se revisaron 

desde tre puntos de vi ta: en el prime­

ro e consideraron los valores brutos de 

la cuantías; en el egundo e ajustaron 

Distribución regional de las cuantías reportadas 

D 0,47% 

O 0,48% 

D 0.52% 

- 0,62% 
0,77% 

0,79% 

0,80% 

en el Boletín de Responsables Fiscales ajustados por gasto 

Fuente Contra lona General de la Republlca la etecu 10n de los gastos fue tomada ce DNP (2003) Calculas del autor 
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por el tamaño de la ejecución presu­

puesraJ d cada departamento; por últi­

mo, se ajustaron de acuerdo con el 

tamaño de su población . De cada una 

de las tre revisiones e desprenden si­

militude y algunas diferencias. Como 

factor común se nota la situación de Bo­

lívar y Risaralda ambos departamentos 

aparecen con cifras relativamente altas 

comparadas con el resto ; por otro lado , 

los Nuevos Departamentos tienen una 

proporción relativamente baja al revisar 

las cifra de acuerdo con el tamaño del 

ga ro , pero alta en función de su pobla­

ción; así el efecto de una ejecución per 

cápita relativamente alta puede signifi­

car que los problemas en la gestión fis­

cal no ean tan notorios como en otra 

regiones . 

Igualme nte, las cifras ·e agregaron a ni­

vel regional : aquí . e encuentra que 

Bogotá , la Costa C aribe y la región Cen­

tral-Oc re on las regione con los des­

falcos má · alto ; esta zonas del paí 

presentan diferencias relativa muy pe­

queñas - menos del 5 % entre Bogotá y 

la región Central-Oeste-. E de resaltar 

que la Costa Caribe aparece como la 

única región en donde la participación 

de las cuantías reportadas por las geren­

cias de la CG R es mayor que la partici­

pación de las cifra reportadas por las 

contralorías territoriales de la región; 

contrario la región Central-Oc te , don­

de la tnayoría de los reportes se origi­

nan desde sus propias contralorías 

territoriales . 
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V. ¿QUÉ SUCEDE SI .lA SAL 

SE CORROMPE?: UN ANÁLISIS 

ESPACIAL DE LOS ÍNDICES 

DE INTEGRIDAD DE .lAS 

CONIRALORÍAS DEPARTAMEN1Jti.ES 

El primer interrogante que debería sur­

gir de la lectura de las cifras de respon­

sables fiscales es sobre su fuente: ¿qué 

pasa si las instituciones encargadas del 

control fiscal caen presas de la corrup­

ción interna? ¿cómo afectaría e e rie go 

el re ultado de su gestión y, pol· esa vía , 

la del resto de la administración depar­

tamental? 

Como se mencionó anteriormente , Los 

reportes de responsables fiscales contie­

nen información de las contralorias terri­

toriale y las gerencias departamental s 

de la GR. El diseño instituci nal de las 

primera muestra un funcionamiento lo­

cal; sus funcionario -, partiendo del mi -

mo contralor, on elegido · en el 

departamento y por un periodo igual al 

del resto del gobierno local ; por tanto, las 

gerencia departamentales parecen tener 

mayor independencia e ·n la medida en 

que su período no depende del resto del 

Gobierno, y sus nombramientos provie­

nen de las oficinas centrales de la CGR -

lo que en teoría debería aumentar la 

distancia entre el Gobierno y los encar­

gados en revisar su gestión-. 

En este orden de ideas se tomaron los 

índice de integridad reportados por 

Transparencia por Colombia para re­

visar los resultados de las contralorías 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



departamentales; este índice recoge in­

formación sobre tres dimensiones de 

gestión: i) t ransparenc ia; ii) investiga­

ción y sanción, y iii) in titucionalidad 

y eficiencia 1
'. 

Transparencia por Col ombia distingue 

cinco g rupos de riesgo de corru pción en 

función del puntaje obtenido: bajo rie -

go (75,96-100), riesgo tnoderado (56,49-

75,95) , riesgo medio (59,31-47,13), 

riesgo a lto (46 86-33,86) y rie go muy 

a lto (de 33 , 17- 13 ,51). Ningu na con t ra­

loría departamental se ubica en el grupo 

de bajo riesgo de corru pción; de hecho , 

más de la m itad de las contralocías se 

ubican en alto o muy alto r íe go de co­

rrupció n ; cabe anotar que la contraloría 

con e l r iesgo más b ajo de corrupción e 

la de Antioquia, mien tra · que la de más 

alto ríe ·go es la de Amazonas . 

Al pron1ediar lo índice:::, por región e apre­

cia cómo l a o La Caribe y lo, N u e o · 

Departamentos muestran los promedio 

más bajos; por otro lado, la región Cen­

tral-Oeste y la Central- ur exhiben los pro­

medio más altos, aunque sus promedios 

las u biquen en e l grupo de riesgo mode­

rado (en el Cuadro 4 se muestran las prin­

cipales estadísticas descriptivas del índice). 

Al momento de cruzar la información de 

los reportes del Boletín de Responsables 

Físcales con e l índice de integridad, se 

pueden identificar cuatro posibles situa­

ciones : el primer escenario serían baja 

cuantías d e desfalco acompañadas de 

bueno índices de lo · ntes de control; 

a í, la buenas contralorías influirán en 

la percepción de los funcionarios de ser 

ancionados por malos manejos , por 1 

que ·e podría esperar una mejor ge tión 

fi cal refle jada en tnenores daño al patri­

monio público -de los cuatro es ·enari s 

posible, op iones, é ·re sería el mejor-. 

n e , cenario contrario serían uno en-

tes de control con problemas y unos des­

falcos altos: si los ente · de control tienen 

Cuadrl"' 4 

11 

Índice de integridad de las contralorías departamentales 

Central-Oeste 
Central-Sur 
Central-Norte 
Pacífico 
Costa Caribe 

Promedios regionales 

Nuevos departamentos 

61 ,0 
54,8 
51,7 
50,5 
40,8 
34,5 

Fuente Transparencia por Colombia (2005) y calculas de autor. 

Media 
Error típico 
Mediana 

Estadísticas descriptivas 

Desviación estándar 
Mínimo 
Máximo 

45,1 
2.5 

45,7 
13.9 
13.5 
73,4 

Para una presentación más detallada de la metodología usada en la construcción del índice. los datos utilizados y 
los resultados encontrados, véase Transparencia por Colombia (2005) . 

....,2 
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problemas internos y los daños que de­

tectan son muy altos, se podría pensar 

que los problemas de gestión fiscal po­

drían ser 1nayores -de los cuatros posi­

bles escenarios este sería el peor-. 

Los resultado de lo otros do escena­

rio no on tan fácilmente interpretables: 

si se tienen contralorías con problemas 

de integridad y las cifras que reportan son 

baja. , no se podría distinguir i esto e 

debe a unos de falcos relativamente ba­

jos, o si por el contrario, e debe a la poca 

eficiencia eficacia en el control fiscal. 

El escenario restante ería la combina­

ción de unos buenos índice de integri­

dad de Las e ntraloría · departamentales, 

con una cifras de reportes relativamen­

te altas. 

Al ordenar lo · r·esultados de las contra­

lorías tcrritoriale (cuantía reportadas) 

en función de su índice de integridad, se 

ob erva que mantienen una relación po­

sitiva -un resultado bastante lógico a pri­

mera vista-. Ademá , las contralorías con 

meno problemas internos son aque­

llas que presentan mayores re ultados 

(Gráfico 4). 

Se podría pensar que este resultado se 

debe a un efecto de retroalimentación 

del índic , es decir, una cuantías repor­

tadas má altas aumentan de manera 

directa el índice de integridad , pero la 

relación de causalidad no va en este sen­

tido. Hay que aclarar que el valor de las 

cuantía que reportan la . contralorías 

departamentales no entra directamente 

en el cálculo del índice de integridad. 

Adicional a este resultado se debe tener 

n cuenta que, por el efecto de La ge­

ren ia dcpartarTtentales de la ' GR, lo 

Cuantías reportadas por las contralorías territoriales 
ajustadas por el tamaño del gasto vs. índice de integridad 

(Responsabilrdad fiscal según tamaño de gasto) 

2,00% 

1.50% 

1,00% 
• 

10 80 

-0,50% 

Índice de integridad contralorías departamentales 

Fuente: Contraloría General de la República, Boletir1 de Responsables fiscales. No. 41, Transparencia por Colombia (2005) y cálculos del autor 
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departamentos con menor índice de in­

tegridad son lo mismos que presentan 

las más altas relaciones de cuantías so­

bre gastos totales y por habitante (Costa 

Caribe y Nuevos Departamentos); esto 

llevaría a pen ar que las cifras reporta­

das por las contralorías territoriales po­

drían ser más altas (como se ve en el 

Gráfico 3, los mayore índices de inte­

gridad van acompañados de unas mayo­

res cuantías de desfalcos reportadas). 

En este orden de ideas, la situación de 

los Nuevos Departamentos y los del Ca­

ribe e de especial interé en la medida 

en que las cifras podrían ser mayores . Si 

las contraloría territoriales de estas re­

giones presentaran re ultados sin1ilares 

(en términos de participación sobre el 

total) a Jo de la Central-Oc te, las cuan­

tía por detrim ntos al patrimonio pú­

blico podrían ser más altas; así las co as, 

los de falcas como proporción del gasto 

en la Co ·ta Caribe (lo más altos del paí ·) 

podrían ser todavía superiore · . 

Un reflejo de los indicadores de Tran -

parencia por Colombia son los re ulta­

dos comparativo entre las gerencias 

departamental y las contralorías terri­

toriales; las contralorías territoriale con 

la menor participación sobre el total de 

cuantías reportadas por departamento 

son, en su mayoría, las mismas con lo 

mayores riesgo de corrupción egún 

Transparencia por Colombia (Gráfico 5); 

aunque es necesario aclarar que bien 

ambos organismos se encargan del con­

troí de la gestión fiscal , realizan labores 

de control sobre instituciones di tinta . 

74 

Es claro que una adecuada gestión fiscal 

es una condición necesaria para la reduc­

ción de los indicadore de pobreza y de­

sarrollo; también es claro que unas 

contralorías territoriales con mayores 

niveles de integridad y transparencia 

incentivan una mejor gestión fi cal, de 

ahí que es preocupante que los entes de 

control con mayore riesgos de corrup­

ción se encuentren en las zonas del país 

donde se hace más necesaria su transpa­

rencia y buena gestión. Como se mue -

tra en el Gráfico 6 las zonas más pobres 

son la que tienen los mayore proble­

mas para ejercer un adecuado control 

fiscaL 

Con1o se desprende del cálculo de los 

promedios regionales, en Colombia las 

conrralorías territoriales con mayores ín­

dices de integridad se encuentran con­

centrada en la región Central-Oeste; 

además, las contralorías depanamen­

tale de los departamentos de esta re­

gión se ubican dentro de las . iete más 

eficientes del paí . Del mismo n1odo, las 

contralorías departamentale con mayo­

res problema · se concentran en las re­

gione más rezagadas: Pacífico, Nuevos 

Departamentos y Co ta Caribe. 

Con el objetivo de corroborar la posi­

ble existencia de dependencia espacial 

en el riesgo de corrupción de las 

contralorías territoriales e utiliza la I de 

Moran sobre el índice de integridad de 

Transparencia por Colombia. Dado 

que los indicadores globales como este 

no permiten identificar clusters, se com­

plementa el análisis con indicadores de 
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G-á'ico " 

Distribución entre gerencias y contralorías territoriales 
en la cantidad de cuantías reportadas 

(Porcentaje) 

Guaviare 
Cundinamarca 

Bogotá 
Antioquia 

Meta 
Ara u ca 

Valle 
Risaralda 
Ouindío 

Huila 
Nanño 

Norte de Santander 
Casan are 

Tolima 
Vichada 

Córdoba 
Cesar 

Ca u ca 
Santander 

Boyacá 
Atlántico 

Bolívar 
Magdalena 
La Guajira 

Caldas 
Caquetá 

San Andrés y Providencia 
Sucre 

Chocó 
Vaupés 

Amazonas 
Putumayo 

Guamía 

0,0 20,0 40,0 60,0 80,0 100,0 

• Gerencias O Territoriales 

Fuente Contralona General de la Repjbllca, Boletín de Responsables Asea/es No. 41 

asociación espacial local (LISA, por su 

sigla en inglés). 

Ambos tipos de análisis buscan identificar 

la existencia de patrones espaciales en los 

dato ; para e te caso, los indicadores eva­

luarían si en efecto el riesgo de corrupción 

es aleatorio en el espacio o, si por el con­

trario, existe dependencia de acuerdo con 

7 5 

su postcton espacial; en otras palabras, si 

los datos utilizados son estacionarios en 

el espacio. 

Con la información a nivel departamen­

tal, el 1 de Moran no rechaza la hipótesis 

de ausencia de dependencia espacial, es 

decir que, con los datos existentes, el ries­

go de corrupción parece estar distribuido 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



Gráfico 6 

Índice de integridad de las contralorías departamentales 
vs. porcentaje de personas con NBI 

(Porcenta¡e de personas con NBI) 
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(Índ1ce de integridad Contraloría Departamental) 

Fuente DANE. Bofe/m de Responsables Fiscales. No. 41. 

de manera aleatoria entre los dcparta­

Inento. colombianos; con esto, el valor del 

estadístico 12 es de 0,09 con un p-valor 

O, 13, con lo cual no se puede rechazar la 

hipóte · is nula. 

Al realizar el análisis LISA, los resultados 

cambian y e puede distinguir un enca­

denamiento de contralorías con alto · 

puntajes; estos departamentos (los que 

aparecen ombreados en el Mapa 4) son 

aquellos que tienen una relación 

estadísticamente significativa con sus ve­

cino ; a í las cosas, la relación Alto-Alto 

muestra un encadenamiento de depar-

tamentos con altos índices en la región 

Central- este y algunos departamentos 

vecinos de otras regiones (Córdoba, 

Boyacá y Tolima). La ·ituación de Chocó 

y Meta muestra una asociación espacial 

negativa: Chocó presenta una relación 

Bajo-Alto, es decir, un departamento con 

un índice bajo rodeado de departamen­

tos con índices altos; por el otro lado, 

Meta muestra una relación Alto-Bajo, tie­

ne un índice alto pero está rodeado por 

departamentos con índices bajos. 

Si bien el análisis Ll 'A no reconoce un 

encadenamiento de contralorías con 

12 Al ser normalizado por la matriz de contigüidad , tal que la suma de los elementos de la fila sea uno, el estadístico 
1 de Moran es 1 = e 'We ' /e'e, en donde e es un vector de los residuales OLS y W es la matriz de vecindad 
estandarizada . La hipótesis nula es la ausencia de dependencia espacial. Para una explicación más detallada 
sobre la construcción de los índices de dependencia espacial , véanse Moreno y Vayá (2000) . 
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M"' r 4 

Análisis local de dependencia espacial del índice de integridad (*) 

Alto- Alto 

0 Bajo- Bajo 

• Bajo- Alto 

O Alto - Bajo 

S 

(*}En el mapa se muestra la significancia del contraste locall de Moran. D1cho estadístiCO se define como I , = ~ L. wl,zl . donde Z1 es le 
valor de la región de la variable normalizada y J el conjunto de regiones vecinas de i. z 1 l· J, 

1 

r . _ - _ ~u u • -- L -- .. . ..,.. _ u• • 1 u .. u u.. 20v'1 ,. 

bajos puntaje de integridad í se puede 

ver cómo las contralodas con los punta­

j s de integridad má baj aparecen en 

la regione con los mayores problema 

7 

de pobreza . En u análisi sobre de ­

pendencia e pacial d e la pobr za, Pérez 

(2004) identifica un cluster de Alto-Alto 

de lo índice de nece idade básica 
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insatisfecha en los Nuevos Departamen­

tos ; al comparar esos resultados con los 

obtenidos del análisis de los índices de 

integridad , e aprecia cómo los puntajes 

más bajos e tán todos en el cluster iden­

tificado por Pérez (2004) . 

En síntesis , al revisar los resultados pre­

sentados en el Boletín de Responsables 

Fiscales y la evaluación de Transparen­

cia por Colombia de las contralorías de­

partamentales , se puede identificar un 

patrón perverso entre gestión fiscal , po­

breza y corrupción . Las regiones más 

pobres , las que necesitan mayor eficien­

cia en su gestión fiscal , son las que pre­

sentan los mayores problemas n el 

control de su gasto , debido a los mayo­

re riesgos de corrupción que enfrentan: 

sin un gasto adecuado , la reducción de 

indicadores de pobreza y el logro de los 

demás objetivos que se buscaron on la 

de ·centralización , será problemático . 

W. CoNCUJSIONES 

La corrupción en Colombia ha sido un 

tema ampliamente debatido , especial­

mente durante la última década, cuan­

do los índices de percepción llegaron a 

niveles críticos; así, a raíz de las reformas 

de los años noventa se llevaron a cabo 

numerosos esfuerzos para combatirla , 

pero si bien ha sido mucha la preocupa­

ción, pocos esfuerzos e han realizado 

para revisar las cifras relacionadas con 

corrupción , incluyendo una visión del 

gasto descentralizado . 

A pesar de que una aproximación a la 

corrupción en Colombia a partir de cifras 

estadísticas es problemática dada la esca­

sez de datos, la información de las cuan­

tías de los procesos de responsabilidad 

fiscal aparece como una de las pocas 

proxies para abordar el problema. Pero 

vale la pena aclarar que , si bien varios 

autores 13 han señalado una relación en­

tre los PRF y la corrupción, estos no son 

una medida directa, al menos no del con­

cepto de corrupción que desde la biblio­

grafía principal se ha difundido en lo · 

últimos 45 años. 

Al revisar la cifras del Boletín de Respon­

sables Fiscales , que publica la Contraloría 

General de la República , sobresale la i­

tuación d e Bogotá , Bolívar, Antioquia y 

Risaralda. La capital del paí cuenta con 

los reporte más altos, comparables sólo 

con agregados regionales como la Costa 

Caribe o la región Central-Oeste . 

La situación de Bolívar es única en la 

medida en que aparece como uno de los 

departamentos con los desfalcos más al­

tos, dados Jos niveles de ejecución de 

gastos de su gobernación y municipios. 

Antioquia y Bolívar tienen unas cuantías 

de desfalco prácticamente iguales , pero 

en Antioquia se ejecutan más del 300% 

de los recursos que se ejecutan en Bolí­

var; así, los de falco que se originan en 

13 Dentro de esos autores se pueden encontrar los trabajos de Badel (1999) , González (2001) y Misas et al. (2005) . 
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este departamento representan ca el 

60% de toda la región Caribe . 

Risaralda y Bolívar aparecen como los 

departamentos con los desfalcos más al­

tos al ajustar las cifras por el tamaño del 

gasto. Sin embargo , existe una diferen­

cia importante entre lo dos departamen­

tos , ) radica en lo entes que reportan la 

información. En Bolívar, al igual que en 

toda la Costa Caribe, la mayores cuan­

tías , on reportada por la Gerencia De­

partamental de la CGR. En Risaralda 

como en el re to de la región Central­

Oc te, las may res cuantías reportadas 

por gestiones dañinas a los intereses del 

Estado on detectadas por su propios 

entes de control. 

En efecto , se aprecian diferencias marca­

da!-- en los r ultados entre la ' gerencia 

departamentales de la CGR y las de la 

contraloría territoriales . En la Costa y los 

uevo s Departamentos , la · gerencias re­

portan más respon ables que la 

contralorías territoriales , en Antioquia y 

el Eje Cafetero la situación es contraria . 

Si bien se necesita mayor evidencia e 

inv tigación para afirmar que e tos 

contra tes se deben a diferencias de efi­

ciencia y eficacia , la poca evidencia pa­

recería resaltar que los entes de control 

territoriales de la Costa y los Nuevos De­

partamentos e tán en una situación sus­

ceptible de mejoramiento ; además , los 

resultados de las investigaciones de Tran -

parencia por Colombia parecen apoyar 

e ta idea: las contraloría territoriale que 
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menos re ultados presentan son las mi -

mas con los indicadores de integridad 

más bajos . 

La revisión de las cifras de los procesos 

de respon abilidad fiscal es una aproxi­

mación a un problema que en Colom­

bia se torna bastante complejo por los 

vínculos que tiene con la pobreza y con 

reformas estructurales como la descen­

tralización de los años noventa. A pesar 

de ser uno de los problema más graves 

que enfrenta el Estado colombiano , la 

creciente producción académica alrede­

dor del rema , las reforma para comba­

tirla y lo logro~ alcanzados en la lucha 

anticorrupción , aún quedan muchas di­

mensiones del problema por estudiar ; 

por tanto , nuevas formas para su medi­

ción y estimaciones de lo efectos de la 

corrupción (v. g. sobre crecimiento , de-

arrollo y pobreza) son temas que debe­

rán er estudiados en el futuro de de la 

economía . 

Por último, Ja revisión de las cifras de la 

CGR permiten identificar un triángulo 

perverso entre corrupción , gestión fiscal 

y pobreza: la ejecución del gasto de una 

manera eficiente , eficaz y transparente 

es una precondición para que lo 

indicadores de pobreza se reduzcan , 

pero infortunadamente las zonas en don­

de la adecuada gestión e más necesa­

ria , son la mismas con los mayores 

problema de control fi cal debido al 

alto riesgo de corrupción que enfrentan 

sus entes de control. 
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Anexos 

An<:. ·o 1 

Cuantías reportadas en el 
Boletín de Responsabilidad Fiscal, número 41 

Cuadro 1 

Total Gerencias Territoriales 
- ---- -

Amazonas 442,71 409,02 33,69 
Antioquia 17.708,69 52,69 17.656,00 
Ara u ca 579,06 66,91 512,15 
Atlántico 3.254,68 1.628,80 1.625,88 
Bogotá. o C. 32.518,54 32.518,54 
Bolívar 18.043,44 10 041 ,57 8.001 ,87 
Caquetá 1160,94 753,03 407,91 
Ca sanare 3.839,43 800,27 3.039,16 
Ca u ca 7 714.12 2 772.86 4.941 ,26 
Cesar 2.380.08 809,79 1.570.29 
Chocó 560,00 465,67 94,33 
Córdoba 3.469.71 1.079,33 2.390.38 
Cundmamarca 8 595.17 8.595,17 
Gua mía 387 53 375,34 12,19 
Guaviare 1.085,64 0,00 1.085,64 
Huila 4.506,80 659,54 3.847,25 
La Guajira 2.089.94 1.313,40 776,54 
Meta 2.899,33 218,24 2.681 ,09 
Nanño 5.377,53 984,68 4.392.85 
Norte de Santander 1.778,28 334 ,84 1.443,43 
Putumayo 1.229,74 1.166,23 63,51 
Ouindío 3.289,82 429,39 2.860,43 
Risaralda 9.197,52 1.168,56 8.028,96 
Santander 7.937.01 3.386,75 4.550,25 
Su ere 1.128,73 904 .33 224,40 
Tolima 2.866,04 618,92 2.247,12 
Valle 7.411,38 886,77 6.524,61 
Vaupés 426,50 373,57 52,93 
Vichada 827,47 219,46 608,01 

Fuente Contra!o'ía General de Republlca, Boletm de Responsables Ftscales. No. 41. y calculos de at.tor 
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ne ~o 2 

Distribución de las cuantías por desfalcos 
por procesos de re ponsabilidad fiscal 

Total cuantías 1 gasto total Total cuantías 1 población 

o 0,19%- 0,50% N - $1 .190,10 - $2.057,52 N 
o 0,51 % - 0,89% 

O* E 
o $2 .057 ,53 - $3.246,49 o* E - 0,90% - 1,54% - $3 .246 ,50 - $5 .641,06 

- 1,55%- 2,10% S o $5 .641 ,07 - $20 .013 ,18 S 
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